
 
 

Señor 

JUEZ DE TUTELA DE BUCARAMANGA (REPARTO) 

E. S. D. 

 

Referencia: ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante: JESÚS JIMÉNEZ SOLANO 
Accionado:  COOTRANSMAGDALENA LTDA 

 
RAUL RAMÍREZ REY, mayor de edad, vecino de esta ciudad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No 91.525.649 expedida en Bucaramanga, portador de la Tarjeta Profesional No 215.702 
expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado de JESÚS JIMÉNEZ 
SOLANO, identificado con Cedula de Ciudadanía No. 13.747.166 de Bucaramanga, me permito 
promover ACCIÓN DE TUTELA en contra de la sociedad COOTRANSMAGDALENA LTDA con 
NIT. 890.270.738-3, por la vulneración a los derechos fundamentales de petición y acceso a la 
información de mi poderdante, consagrados en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, 
conforme a los siguientes:   

 
HECHOS 

 
PRIMERO: El día 1 de abril de 2022, se radicó Derecho de petición ante la sociedad 
COOTRANSMAGDALENA LTDA con NIT. 890.270.738-3, en los siguientes términos:   
 

“(…) 

 



 
 

 
 

 (…)” 
 
SEGUNDO: La petición anteriormente expuesta fue remitida a través de WhatsApp del señor JESUS 
JIMENEZ SOLANO al WhatsApp de la señora EDILMA CARVAJAL trabajadora de la empresa 
COOTRANSMAGDALENA LTDA el día 1 de abril de 2022.  
 
TERCERO: A la fecha se encuentra más que vencido el término legal para dar respuesta de fondo a mi 
mandante respecto de la petición referenciada en el numeral anterior, sin embargo, esto no ocurrió 
puesto que se respondió la petición sobre elementos de la relación laboral correspondientes al año 2022 
cuando ésta había comenzado desde el año 2021 y no se anexaron soportes de pago de salario mes a 
mes. 
 
CUARTO: La anterior omisión vulnera los derechos fundamentales a la petición y al acceso a la 
información de mi representado, en tanto que no existe respuesta alguna frente a las peticiones 
elevadas. 
 

PRETENSIONES 
 
 
PRIMERA:  Se tutelen los derechos fundamentales de petición y de acceso a la información de mi 
poderdante, consagrados en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, los cuales fueron 
vulnerados por la sociedad COOTRANSMAGDALENA LTDA. 
 
SEGUNDA: En consecuencia, solicito que se imparta la orden respectiva a la sociedad 
COOTRANSMAGDALENA LTDA, tendiente a que, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación 
del fallo, proceda a dar contestación de fondo a la totalidad de las pretensiones incoadas mediante 
escrito presentado el día 1 de abril de 2022.      
 

FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO 
 

Fundamento la presente petición en los artículos 23, 85 y 86 de la Carta Política, así como en lo 
dispuesto por vía jurisprudencial sobre este derecho fundamental, para lo cual traigo a colación la 
sentencia T 206 del 2018, donde la corte manifiesta: 

 
“El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado, 
permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una 
respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) 
dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta 
debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser 
clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación 
real de lo solicitado”. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres 
posiciones: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro 
del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”. 



 
 

 
  9.2. El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos definidos 
por la ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir que les es exigible 
una respuesta que aborde de manera clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, 
implica resolver materialmente la petición.  
 
La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y 
contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente lo 
pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) 
congruente, de suerte que abarque  la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y 
(iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo 
de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el 
interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una 
petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido 
y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente” [28]. En esa dirección, este Tribunal 
ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que se atienda lo pedido, 
sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva” (Subrayado fuera del texto) 

 
Adicionalmente, en la sentencia T-377 de 2000 la Corte Constitucional precisó que este derecho 
fundamental consagra en primer lugar, la facultad de elevar solicitudes respetuosas a las entidades 
públicas y privadas y, en segundo lugar, el derecho a obtener respuesta oportuna, clara, completa y 
de fondo al asunto solicitado, es decir dicha contestación debe ser plena, sin evasivas y que brinde 
garantía al asunto solicitado. 

 
En cuanto a la procedencia de la acción constitucional de tutela frente al caso concreto, el Decreto 
2191 de 1991 en su artículo 5 ha señalado: 

 
“Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u 
omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los 
derechos de que trata el artículo 2 de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de 
particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de 
la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya 
manifestado en un acto jurídico escrito” 

 
Es por lo anterior que, la presente acción constitucional de tutela es viable, toda vez que el accionado, 
como particular, aun habiendo recibido petición mediante empresa de correo certificado, omite dar 
contestación alguna a la misma, habiendo transcurrido a la fecha el plazo legalmente establecido para 
ello, con lo cual infringe los derechos constitucionales fundamentales que protege el artículo 2 del 
Decreto 2591 de 1991, entre estos, el Derecho de petición y el acceso a la información. 
 
Solicito se tenga en cuenta las anteriores consideraciones para resolver de fondo la petición invocada. 
 
 
 
 

 
9.1. El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen las 
personas de presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades y los particulares en 
los casos establecidos por la ley, sin que se puedan abstener de recibirlas y por lo tanto de 
tramitarlas [27]. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “los obligados a cumplir 
con este derecho tienen el deber de recibir toda clase de petición, puesto que esa 
posibilidad hace parte del núcleo esencial del derecho”. 



 
 

MANIFESTACIÓN JURAMENTADA 

 
Bajo la gravedad del juramento, afirmo que nunca he presentado, directa o indirectamente petición 
de amparo constitucional por los mismos derechos y por los mismos hechos que aquí se narran. 
 

 

PRUEBAS 

 
Para que así obren, anexo las siguientes: 

 
1. Copia de la respuesta al derecho de petición enviada por COOTRANSMAGDALENA LTDA. 
2. Soporte de envío del Derecho de Petición vía WhatsApp. 
3. Copia del derecho de petición enviado. 

 
                              ANEXOS 

 

1. Poder para actuar debidamente otorgado. 

2. Lo que se incluye en el acápite de pruebas. 
 
 

COMPETENCIA 
 
Es usted Señor juez competente para conocer de este asunto por su naturaleza y el lugar de los 
hechos que motivan la presente acción de tutela al haber sido vulnerados de acuerdo con el artículo 
37 del Decreto 2591 de 1991. 

 

 
NOTIFICACIONES 

El suscrito y mi poderdante recibiremos notificaciones en la Carrera 12 # 34-67 oficina 701 edificio Los 
Castellanos - Bucaramanga, y/o Carrera 7 # 33 – 49 oficina 601 edificio Luciano Borde – Bogotá; por 
vía telefónica: 3015790511, y al correo electrónico bogota.abogadossoluciones@gmail.com  

 

A la parte accionada en la dirección Carrera 25 # 28 – 18, Bucaramanga, Santander, Teléfono: (607) 

6359808. 

 

 

Atentamente, 

 

  

____________________ 
RAUL RAMÍREZ REY 
C.C Nº 91.525.649 de Bucaramanga 
TP. Nº 215.702 del C. S. de la J. 
L.J.H.V. 
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